Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 15 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Carpeta N* 474/2006. Funcionarios públicos que desempeñan funciones en 
régimen de pase en comisión. Se prorroga, por única vez, el plazo establecido en el inciso cuarto del 
artículo 15 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. Proyecto de ley del señor Senador Eber 
Da Rosa. 


La Junta Departamental de Maldonado remite la versión taquigráfica sobre la Mesa Redonda sobre 
Participación Política de Mujeres Parlamentarias de Maldonado. 


El Profesor doctor Walter Howard remite su opinión sobre el proyecto de ley que regula la Unión 
Concubinaria (Carpeta N* 116/2005). 


Respuesta del Congreso de Intendentes, de acuerdo a lo expresado en sesión de la Comisión de 21 de 
marzo próximo pasado. 


Solicitudes de audiencia, en relación al proyecto de ley por el que se regula la Unión Concubinaria. 
Asociación Civil Mi Sueño. 

Instituto Jurídico Cristiano.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La respuesta que recibimos es la del Congreso de Intendentes? 


SEÑORA SECRETARIA.- Sí, corresponde a lo planteado el 21 de marzo en la Comisión. Con respecto 
a la segunda nota remitida sobre los artículos aditivos del señor Senador Gallinal no hay respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar lectura a la nota N* 116 del proyecto sobre Gobiernos 
Departamentales. Dice lo siguiente: “Atento a la solicitud planteada por ese Cuerpo referente al 
proyecto de ley por el que se faculta a los Gobiernos Departamentales la gestión de acuerdos de 
organización y la prestación de servicios (inciso quinto del artículo 262 de la Constitución de la 
República) Carpeta N* 275/2005, el 17" Plenario del Congreso de Intendentes reunido el 6 de abril de 
2006 resuelve por unanimidad: 


1) Aprobar los artículos 1 y 2 del proyecto de ley: Gobiernos Departamentales Prestación de 
Servicios. 
2) Aceptar en general el texto sustitutivo del Artículo 3", sugiriendo incluir al rubro servicios. El 


mismo quedará de la siguiente manera: 


Artículo 3%.- Las Intendencias con acuerdo de la respectiva Junta, podrán participar para el 
cumplimiento de las materias de su competencia departamental, en actividades industriales, 
agropecuarias, comerciales, servicios o financieras de empresas formadas por aportes obreros, 
cooperativas o capitales privados, cuando concurra para ello el libre consentimiento de la empresa y 
bajo las condiciones que se convenga previamente entre las partes. 


La atribución otorgada en el presente artículo sólo se considerará vigente a partir de la 
autorización concedida por la ley nacional en cada caso, a iniciativa del respectivo Gobierno 
Departamental” 


SEÑOR SANGUINETTI.- En la sesión anterior señalé las dudas constitucionales que me merecía este 
proyecto que, por otra parte, todos hemos ido teniendo y se ha intentado ir salvando. Sin embargo, 
creo que la exclusión del artículo al que se refería anteriormente el texto no modifica la sustancia. 
Naturalmente, la ley tiene el cometido de establecer los márgenes de competencia y eso debería 
hacerse cuanto antes, ya que el hecho de que desde 1997 ha habido un cambio grande en los 
Gobiernos Departamentales, lo estaría exigiendo. 


La materia de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados en general está atribuida 
por la Constitución a un mecanismo especial y no están contemplados los Gobiernos Departamentales, 
ya que la expresión “Estado” refiere al Estado en sentido estricto, tal como lo muestran las opiniones 
de los constitucionalistas. 


Por otra parte, al establecer a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados en general 
como los únicos que pueden desarrollar esas actividades industriales o comerciales del Estado, no son 
los Gobiernos Departamentales quienes tienen competencia para ello. La ley no puede actuar más allá 
de las competencias ya atribuidas; esa es mi opinión, sin perjuicio de mayores ampliaciones 
posteriores. 


En definitiva, creo que este procedimiento no encaja con la arquitectura de nuestra 
Constitución. 


SEÑOR MICHELINI.- En cierta medida, algunas de las argumentaciones dadas por el señor Senador 
Sanguinetti nos han hecho reflexionar y son de recibo o, por lo menos, generan una suerte de dudas. 
Creo que hay ciertos vacios constitucionales y, según los antecedentes existentes, en algunas 
oportunidades las leyes han generado Entes Autónomos, incluso de servicios estrictamente 
municipales. Entonces, hoy, dado el avance del mundo y de la complementación privada, también 
podría generarse una empresa mixta de carácter municipal y privado. Si bien compartimos las dudas e 
inquietudes y también reconocemos que en la Constitución puede haber ciertos vacíos, quisiera ver 
cómo estamos razonando este tema para que, por lo menos, se entienda la disyuntiva en que nos 
encontramos, independientemente de que no desconocemos las razones que nos da el señor Senador 
Sanguinetti. 


Ante todo, cabe destacar que hay un empuje de las Intendencias a fin de captar inversiones 
para sus departamentos y, a su vez, existe la imposibilidad de realizar ciertas tareas con recursos 
propios; se necesitan recursos externos, pero no de fuera del país, sino de fuera de su actividad. Este 
empuje no se registra sólo en Intendencias que son del color del Gobierno nacional, sino también en 
aquellas que son del Partido Nacional; desconozco si hay algún caso con respecto a la misma 
inquietud por parte de la Intendencia de Rivera. Entonces, para este empuje que pretende realizar 
determinadas tareas asociado a privados, puede haber dos caminos. Por un lado, los Gobiernos 
Departamentales tienen iniciativas que podrán expresar y cuando lleguen al Parlamento, veremos el 
caso sin ningún preacuerdo, prerrequisito ni marco general en el que se las pueda encauzar. Luego, las 
mayorías dirán lo que dirán y si se tratara de una resolución inconstitucional, actuarán los organismos 
competentes al respecto. 


El otro camino -que es un poco al que nos hemos abocado varios de nosotros- implicaría 
determinar un marco general que permitiera que esas inquietudes provenientes de los Gobiernos 
Departamentales ya tuvieran prerrequisitos, de tal manera que no se genere una situación -tal vez 
ahora no, pero más cerca de 2009, quizás sí- por la que se empiece a analizar que este es de tal color 
O aquel es de tal otro. Nosotros queremos salir de eso y plantear reglas más claras. Si en la ley 
decimos que es caso a caso, podríamos no aprobar esta ley. Ya vendrá otra que, si cuenta con la 
mayoría, se aprobará o, de lo contrario, no saldrá. 


En definitiva, queremos mandar una señal a los Intendentes, no importa el color de su 
Partido, para decirles que traigan iniciativas, con ciertos requisitos -los señores Legisladores siempre 
tendrán, naturalmente, el derecho de votar en contra- que luego estudiaremos. Lo importante es que 
esos requisitos se tienen que determinar; podría ser, por ejemplo, que las iniciativas vinieran previa 
aprobación de la Junta Departamental o que tuvieran ciertos controles, etcétera. 


Por lo tanto, más allá de los vacíos que plantea el señor Senador Sanguinetti, nosotros 
estamos más proclives a crear un marco general, sabiendo que después se estudiará la ley y caso a 
caso. 


Además de ese marco general -que alguien podrá decir que se está estimulando, lo cual es 
cierto y es algo que reconozco- ahora aparece una nueva derivación, que es contar con una ley marco 
que ponga ciertas características viables, o una ley marco que lo haga inviable como, por ejemplo, una 
mayoría especial. Los términos que menciona el señor Senador Gallinal, por ejemplo, lo harían 
inviable. La Ley Orgánica habla de que cuando se da una concesión más allá del Período de gobierno, 
se necesitan dos tercios de votos y eso está bien; pero, en este caso se debería contar con la voluntad 
del Gobierno Departamental -es decir, previo aval de la Junta Departamental- y con una ley nacional. O 
sea que si se da algo que excede el Período de gobierno, debe contar con mayorías especiales y ese 
es el único control; en este caso, hay un control de la Junta Departamental, y aspiraríamos a que las 
mayorías que planteaba el señor Senador Gallinal no fueran tales, pero también sería necesaria una 
ley nacional con todo lo que eso implica. 


Además, si bien hay mayoría parlamentaria por parte del Gobierno, en el Parlamento no se 
expresan los números electorales como las mayorías automáticas que se dan en las Juntas 
Departamentales. 


En cuanto al otro aspecto, es claro que los gastos que realizan los Gobiernos 
Departamentales están controlados por el Tribunal de Cuentas. Nosotros no queremos que la ley acote 
ni amplíe las atribuciones del Tribunal de Cuentas, de lo cual pueda resultar que sea inviable. El temor 
que tenemos es que termine viniendo una ley caso a caso, sin estos parámetros, porque no se votó 
nada; y entonces dependa de las mayorías, circunstanciales o no tanto. 


En definitiva, más allá de las dudas constitucionales que se puedan tener, estamos abocados 
a los tres artículos planteados por el señor Senador Korzeniak; aspiraríamos a que se votara hoy, y no 
compartimos que sean necesarias las mayorías especiales que planteaba el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Está en el artículo 301 de la Constitución. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Entiendo todas las razones, sobre todo de conveniencia o de mérito que 
expone el señor Senador Michelini, pero desde el punto de vista jurídico aquí no hay un vacío. El 
artículo 185 es bien claro en cuanto atribuye la competencia para la prestación de servicios industriales 
o comerciales del Estado a cargo de los Entes Autónomos, cuyo grado de descentralización fijará la 
ley; esta fue una fórmula más amplia que se estableció en el año 1967. De modo que no hay un vacío; 
la creación de estos organismos está prevista exclusivamente. Y la otra referencia es específicamente 
al Estado, persona jurídica en sentido estricto, tal cual lo han señalado los profesores consultantes y 
surge del texto claro de la Constitución. 


SEÑOR NUÑEZ.- Por mi parte, no encuentro esa restricción en el artículo 185, que acaba de 
mencionar el señor Senador Sanguinetti. La Constitución establece para los Gobiernos 
Departamentales un conjunto de atribuciones; dice que la ley podrá reglamentarlas, y agrega que 
podrán establecer asociaciones con Entes del Estado u otras reparticiones, en términos generales. 
Esto es lo que de alguna forma estaríamos haciendo en este caso. 


La Constitución sí exige, en varios de sus artículos, mayorías especiales para determinadas 
acciones de los Gobiernos Departamentales. Por ejemplo, en el artículo 301 requiere una mayoría 
absoluta de componentes de la Asamblea General para emitir títulos de deuda y concertar préstamos o 
empréstitos con organismos internacionales o instituciones o gobiernos extranjeros. Asimismo, en el 


segundo inciso del artículo 301 se dice que si esos préstamos tuvieran un plazo que excediera el 
período de gobierno, se requerirá para su aprobación una mayoría de dos tercios de votos del total de 
componentes de la Junta Departamental. Aquí se habla de un caso concreto: de la concertación de 
créditos por un plazo superior al mandato, y esto se vincula al primer inciso, que se refiere a títulos de 
deuda pública, a concertación de créditos, etcétera, etcétera. Se trata de contratar préstamos. 


Además, con respecto a los Gobiernos Departamentales existen otros tipos de mayorías en 
la Constitución de la República, y en la Ley Orgánica también aparecen mayorías especiales. 


Desde nuestro punto de vista, en una ley, las mayorías que establece la Ley Orgánica 
obviamente no están referidas exclusivamente a ella, sino a cualquier ley. Es decir que, para 
determinados casos, se puede establecer por ley mayorías especiales para la realización de 
determinados actos por parte de los Gobiernos Departamentales. 


En la parte final del segundo inciso del artículo 301 se establece: “Si el plazo de los 
préstamos, excediera el período de gobierno del Intendente proponente, se requerirá para su 
aprobación, los dos tercios de votos del total de componentes de la Junta Departamental”. 


En realidad, aquí no estamos hablando de préstamos, sino que nos referimos a un nuevo 
mecanismo habilitado por ley; porque será una ley, en cada caso, la que permitirá a los Gobiernos 
Departamentales realizar determinadas operaciones con determinadas formas jurídicas, que no tienen 
nada que ver con los préstamos. Si se requirieran préstamos, obviamente nadie se va a “saltar a la 
torera” lo que establece la Constitución. Además, existen mecanismos de fácil acceso para lograr, de 
alguna forma, contravenir esa resolución, si fuera inconstitucional. 


Por lo tanto, esto seguiría vigente, y si algún Intendente quisiera obtener un préstamo más allá 
de su período y ello no fuera votado por mayorías especiales de dos tercios del total de componentes 
de la Junta Departamental, sería pasible de un recurso de inconstitucionalidad. 


En principio, dejo por aquí, para decir solamente que estamos habilitando por ley una 
operativa que no estaba prevista anteriormente. 


Además, con los tres artículos no estamos derogando mayorías especiales que exige la 
Constitución, ni haciendo cambios en las atribuciones que tienen los Gobiernos Departamentales. Me 
parece, por consiguiente, que estos artículos son perfectamente constitucionales y se pueden votar. 


SEÑOR GALLINAL.- Nosotros, como Partido, en el correr de las sucesivas reuniones de la Comisión, 
con las redacciones alternativas que se fueron presentando y las consultas que hemos venido 
realizando, hemos llegado a una definición favorable con respecto a la aprobación de un proyecto de 
ley de estas características. 


Dejemos de lado los artículos 1* y 2”, que me parece están fuera de toda discusión porque 
en definitiva no son más que la reglamentación de una disposición constitucional, y vayamos a los 
otros tres artículos que están a consideración. 


Con respecto al artículo 3%, creo que hemos cometido un error -aunque después lo salvamos- 
al presentar este proyecto de ley, en la Legislatura anterior, intentando recorrer el camino del artículo 
188 de la Constitución de la República, que entiendo que no es el correcto. La realidad es que 
queremos dar a los Gobiernos Departamentales la posibilidad de realizar alguna suerte de 
asociaciones con el propósito de poder cumplir con sus cometidos fundamentales. Esto es algo 
absolutamente diferente de lo que determina el artículo 188 de la Constitución y, concretamente, es lo 
que propongo establecer ahora. 


Pienso que podemos comenzar por sugerir, en este momento, una redacción diferente del 
artículo 3”, que no solamente escape al artículo 188, sino que además no nos coloque en la situación 
complicada en la que estábamos ingresando y que implicaba tener que introducir conceptos nuevos. 


En determinado momento, se propuso incorporar el término “financieros” y, por su parte, el Congreso 
de Intendentes planteó utilizar la palabra “servicios”. Concretamente, vamos a proponer la siguiente 
redacción: “Artículo 3".- Las Intendencias, con acuerdo de la respectiva Junta, en materias de su 
competencia departamental, podrán participar en empresas formadas por aportes obreros, 
cooperativos o capitales privados, cuando concurra para ello el libre consentimiento de las partes y 
bajo las condiciones que se convenga previamente”. En cuanto al inciso segundo, me parece 
fundamental que exista una ley en cada caso y, por tal razón, propongo que se mantenga su redacción 
tal como está. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quiere decir que eliminaríamos la referencia a “industriales, agropecuarias, 
comerciales, financieras o de servicio”. 


SEÑOR GALLINAL.- Así es, señor Senador, y creo que también podríamos quitar lo relativo a “aportes 
obreros, cooperativos o capitales privados” porque, en definitiva, estamos hablando de posibles 
asociaciones que no tienen por qué tener el carácter de cooperativas o presentar una individualización 
de esa índole. Incluso, entiendo que hasta podríamos mejorar un poco más la redacción del artículo. 
Con la que acabo de proponer, nos estaríamos quitando de encima las referencias a los temas 
agropecuarios o financieros, pero estableciendo claramente que debe tratarse de materias de 
competencia departamental. Se me acota que esto ya estaba establecido, pero, a mi juicio, se decía de 
una forma diferente, porque el artículo determinaba que para el cumplimiento de su competencia 
departamental, la Intendencia podía hacer cualquier cosa, lo que no me parece que esté bien. 


Creo que esto que proponemos es lo que las Intendencias necesitan y lo que están buscando 
los Intendentes. A mi entender, estamos dando a la redacción un giro que la mejora sustancialmente. 
No me gustaría alterar mayormente la redacción, pero me parece que se podría eliminar lo de los 
aportes obreros, cooperativos. De todos modos, podríamos pensar sobre ese punto porque, además, 
esa referencia puede terminar representando una limitante que nos obligue a seguir emparentando 
este artículo con el 188 de la Constitución de la República, cuando en realidad queremos ir por otro 
camino. 


En síntesis, podríamos dejar la redacción de la siguiente forma: “Las Intendencias, con 
acuerdo de la respectiva Junta, en materias de su competencia departamental, podrán participar en 
empresas o en asociaciones cuando para ello concurra el libre consentimiento de las partes y bajo las 
condiciones que se convenga previamente”. Me parece que esa sería la redacción más adecuada. El 
inciso segundo, por su parte, continuaría estableciendo la necesidad de que haya ley en cada caso, 
pero eliminando la referencia a “ley nacional” porque tal definición no existe; simplemente se hablaría 
de “ley”. 


Con respecto a los artículos 4* y 5%, considero que significa una garantía para todos el hecho 
de establecer una mayoría especial. 


Creo que lo que establece el inciso segundo del artículo 301 de la Constitución es extensible a 
este tipo de situaciones, porque en definitiva terminan siendo gastos que van más allá del período de 
gobierno. Aun cuando sea discutible -lo admito- creo que nos da garantía a todos, y más que nada a 
quien hoy tiene la responsabilidad de gobernar el país. Si lo aprobamos con esa mayoría, estamos 
parcializando algo que va a ser un tema departamental. Si en un departamento hay verdadero interés 
en una asociación de estas características, bajo determinadas condiciones, para dar fuerza a un 
emprendimiento departamental, en la Junta se va a lograr el apoyo, de la misma manera que se va a 
alcanzar en el Parlamento. En todo caso, la fuerza política de Gobierno ya tiene las mayorías para 
aprobar las leyes en los departamentos en que es Gobierno, a lo cual hay que sumar que tiene la 
mayoría parlamentaria. De esta otra manera, me parece que estamos fortaleciendo las garantías, y 
nosotros daríamos nuestro voto al proyecto, en virtud de las mejoras que hemos introducido todos, con 
lo cual estamos avanzando mucho. 


Si me dicen que mañana determinada Intendencia Municipal va a realizar una asociación de 
ciertas dimensiones, pero que cuenta con la oposición de más de la tercera parte de la Junta 
Departamental -de los partidos de oposición en el departamento, por ejemplo, como podría ser nuestro 
caso- ese ya es un tema vidrioso, complicado, que abre espacios para la crítica. 


SEÑOR MICHELINI.- Con relación al tema de las mayorías, el señor Senador Gallinal dice que el 
Intendente tiene una mayoría automática, pero yo digo que supuestamente sería así, porque después 
se presentan muchos problemas dentro de esa mayoría automática. 


SEÑOR GALLINAL.- Formalmente la tiene. 


SEÑOR MICHELINI.- Es verdad, señor Senador. De todas formas, creemos que los dos tercios lo hace 
inviable, más aún cuando después tiene que ser aprobado por ley. La señal sería: “Ni se molesten 
muchachos; no lo intenten”. 


Nosotros aspiraríamos a que no se marcara mayoría, y repito que dos tercios lo haría 
inviable. Entonces, elaborar una ley cuando de todas formas tiene que venir caso por caso, para que 
luego ni siquiera el Intendente haga el esfuerzo de adoptarla -porque ya es un lío arreglar dentro de la 
colectividad, y en este caso estaríamos hablando de cinco Ediles más- es todo un problema. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Si no fijamos un quórum especial de dos tercios, fijemos uno de tres quintos, 
que supere la mayoría automática que pueda tener un gobierno departamental. Y recuérdese que 
estamos hablando en representación de un partido que tiene la mayoría de los gobiernos 
departamentales del país, y lo que vale para uno, vale para todos. 


Entendemos que si un proyecto de esta naturaleza tiene un apoyo y un sustento de lógica en 
la iniciativa de la gestión de un Gobierno Departamental, por lo menos debe contar con un respaldo de 
tres quintos de votos en la Junta Departamental. Si se pretende dar aprobación a este tema bajo la 
forma de una ley, debe tener un basamento, un respaldo importante dentro de cada departamento. 
Quizás el quórum pueda tornar inviable una iniciativa de esta naturaleza, pero es responsabilidad del 
jerarca municipal -que es quien tiene la iniciativa- el procurar esos consensos. Incluso, si involucra a 
más de un Gobierno Departamental, hasta de distintas filiaciones partidarias, se pueden buscar los 
entendimientos políticos necesarios como para lograr un respaldo importante en este sentido. Todo 
esto tiende a impulsar razones de buena administración. 


Lo que se impone es la responsabilidad al otorgar instrumentos, que estamos dispuestos a 
apoyar -como ya se ha dicho en Sala- pero con respecto a los cuales nos parece que establecer un 
porcentaje mínimo en las Juntas Departamentales es un tema de certeza y de seguridad; en caso 
contrario, estaríamos asegurando que aquellas iniciativas impulsadas en Administraciones comunales 
frenteamplistas, automáticamente tendrían una apoyatura o una aprobación. Obviamente, esto es 
teórico; en los hechos, quisiera saber cuánto elemento de presión -en el mejor sentido de la palabra- 
tiene un Gobierno Departamental de Montevideo o de Canelones ante el Parlamento y la Bancada de 
Gobierno, con una iniciativa de este tipo. 


Otra posibilidad sería exigir tres quintos de votos a la ley, pero me parece que tiene que haber 
algún tipo de garantía para que estos procesos sean verdaderas herramientas para los Gobiernos 
Departamentales y no instrumentos para cualquier cosa. 


Esta es la preocupación que existe detrás de la exigencia de un mínimo a nivel de la Junta 
Departamental. 


SEÑOR MICHELINI.- Al planteo de exigir dos tercios de votos contestamos que no; ahora se nos habla 
de la posibilidad de establecer tres quintos, con respecto a lo cual haremos algunas consultas. 
Naturalmente, las razones que se expresan son atendibles, pero independientemente de acordar una 
mayoría especial, también podría incluirse al comienzo del artículo 3%; donde dice: “Las Intendencias, 
con acuerdo de la respectiva Junta”, agregar “por mayoría especial de tantos votos ...”, etcétera. Eso lo 
podríamos analizar. 


SEÑOR GALLINAL..- El señor Senador Larrañaga ha ofrecido otro camino para solucionar este tema. 


No tenemos problemas en eliminar el artículo 4% y establecer esa mayoría especial en el inicio 
del propio artículo 3". 


Con respecto al artículo 5” -que pasaría a ser 4”- me parece que es pertinente establecer la 
participación del Tribunal de Cuentas, conforme a lo que dispone el propio artículo 211 de la 
Constitución de la República, y supongo que lo reclamarán los propios Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR NUÑEZ.- Creo que las atribuciones del Tribunal de Cuentas están establecidas perfectamente 
en la Constitución y, obviamente, debe cumplirlas todo el Estado, y en particular los Gobiernos 
Departamentales. Dentro del Tribunal de Cuentas hay un departamento específico para controlar a las 
Intendencias Municipales y a las Juntas Departamentales de todo el país. (Interrupción del 
señor Senador Gallinal) 


SEÑOR SANGUINETTI.- Creo que la intervención del Tribunal de Cuentas, tal como señala el señor 
Senador Núñez, está prevista por otros lados. No obstante, esto no puede estarlo porque, en realidad, 
no está previsto en ningún lado. Estamos hablando de una modalidad jurídica de entidad del Estado 
que no está establecida en la Constitución. El argumento que se hace a favor de la constitucionalidad 
de la ley, es que no está prohibido. Entonces, al sostener esa posición, es claro que no puede estar 
previsto el Tribunal de Cuentas ni ninguna otra cosa, porque se trata de una modalidad diferente. 


Por otra parte, acoto que el control de constitucionalidad es muy discutible en este caso. 
Como ustedes saben, el régimen de inconstitucionalidad uruguayo es atribuido al titular de un interés 
directo, personal y legítimo. No es una declaración formal de inaplicabilidad de una ley sino que, 
reitero, está referido, específicamente, al caso de que exista un interés directo, personal y legítimo; a 
esa persona no se le aplica la ley, pero no queda derogada genéricamente. Ahora bien; en esta 
hipótesis no sé quién será el titular de un interés directo, personal y legítimo que pueda alegar la 
inconstitucionalidad de la ley. En definitiva, prácticamente termina siendo una modificación de la 
Constitución por vía del hecho. Es una reflexión aparte, pero entiendo que es importante. 


Asimismo, recuerdo al señor Senador Núñez que el principio de atribución de competencias 
es de especialidad y de excepcionalidad. Así como la órbita privada funciona sobre la base del principio 
de libertad, salvo las restricciones establecidas, en el Derecho Público sucede lo contrario. La 
atribución de competencia para cualquier servicio industrial o comercial está dada solamente a la 
modalidad de Entes Autónomos o a la prevista en el inciso tercero del artículo 188; no hay otra. En 
consecuencia, personalmente entiendo que estamos más allá de la Constitución, prácticamente que en 
una actitud casi de constituyentes. Luego de promulgada esta ley, nadie la podrá objetar por 
inconstitucional. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Las propias Juntas Departamentales, según el numeral 6%) del artículo 273 de 
la Constitución de la República, necesitan un quórum especial, por ejemplo, de tres quintos, para 
sancionar sus presupuestos de sueldos y gastos. Entonces, no es excepcional la exigencia de un 
quórum especial por parte de la Junta Departamental. Si para aprobar sus propios presupuestos, 
requieren de una mayoría de tres quintos del total de sus componentes, cabe preguntarse por qué para 
un proyecto de esta naturaleza no establecer, al menos, la exigencia de un quórum especial. 


Con respecto al proyectado artículo 5%, creemos que la intervención del Tribunal de Cuentas - 
incluso para este tipo de asociaciones que, como instrumento, estamos ambientando- es ineludible y 
en tal sentido debe ser incorporado en el proyecto de ley, sobre todo en función de las propias 
consideraciones establecidas -para defensa de su posición, que respetamos- por el señor Senador 
Sanguinetti. Reitero que de avalar este instrumento, la incorporación de la intervención preceptiva del 
Tribunal de Cuentas nos parece que se impone, máxime cuando estamos llevando adelante un 
proceso ciertamente de innovación en lo que significan las potestades de los Gobiernos 
Departamentales. En consecuencia, insistimos en establecerlo en el artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Supongamos que nos ponemos de acuerdo en no sacar nada; a los cuatro 
meses, una Intendencia toma la iniciativa y envía un proyecto de ley -con o sin Junta- y la aprobamos 
por mayoría o unanimidad. Tenemos una potestad que debemos preservar. Hoy, los propios Gobiernos 


Departamentales tienen iniciativa parlamentaria, es decir que pueden enviar al Parlamento una 
iniciativa y éste la estudiará o no. Entonces, cuando se habla de mayorías especiales ¿se refieren a 
mayorías especiales para una iniciativa? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Entendí que el señor Senador Michelini había enunciado que el propósito de 
su fuerza política es el de generar un instrumento genérico. Bueno, precisamente nosotros estamos de 
acuerdo con eso, porque así de antemano no estamos expresando una exigencia para un Gobierno 
Departamental. Pero si no se establece, por lo menos, las anuencias de las Juntas Departamentales 
por tres quintos, el mensaje es que para los Gobiernos Departamentales del Frente Amplio no van a 
haber dificultades, mientras que los otros tendrán que ver si en el Parlamento consiguen la mayoría 
para aprobar una ley. Entonces, el argumento que plantea el señor Senador Michelini en cuanto a 
generar un instrumento genérico que no tenga a priori el subjetivismo de que tal Gobierno 
Departamental puede pasar o no por el mecanismo, se rompe. Nosotros creemos que el criterio 
general que compartimos -y que fue enunciado por el señor Senador Michelini- en el sentido de 
generar un instrumento para todos los Gobiernos Departamentales, con una exigencia especial de tres 
quintos de votos en la Junta Departamental, hace cierto que ese es un instrumento general para los 19 
Gobiernos Departamentales. Lamentablemente, de no ser así, hay Gobiernos Departamentales de 
primera y Gobiernos Departamentales de segunda, o hay algunos que ya corren, de antemano, con 
una mayor posibilidad en cuanto a empresas de esta naturaleza o en cuanto a la formación de este tipo 
de emprendimientos, que es lo que todos queremos evitar. 


Por lo tanto, dado que estamos a unos cuantos días de la primera sesión ordinaria del mes de 
mayo, solicitamos que se estudie la posibilidad de un quórum mínimo en las Juntas Departamentales. 
De ese modo, con ese quórum y ese respaldo, quedará igual para todos y después en el Parlamento 
se hará fuerza para obtener la ley consiguiente si se termina aceptando que puede ser una asociación 
viable para el departamento y que redunda en el interés general. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: si estuviéramos dispuestos a hacer cualquier cosa, 
archivaríamos este proyecto de ley. Estamos tratando de enviar una señal genérica, pero no puede ser 
que después no se apruebe nada. Si hay voluntad de aprobarlo, me pregunto por qué aparecen todos 
los bloqueos y fantasmas uruguayos. Se plantea una mayoría especial de dos tercios y dijimos que 
íbamos a hacer algunas consultas porque teníamos dudas. Por supuesto, nadie discutía la mayoría 
absoluta, pero como ahora se nos plantean tres quintos, vamos a conversarlo. 


El segundo aspecto se refiere al tema del Tribunal de Cuentas. Estamos de acuerdo con que 
haya controles; entonces discutamos cómo son los controles y la transparencia. Hay que tener mucho 
cuidado de que no se dé la situación de que el posible inversor tenga que pasar por los Rayos X del 
Tribunal de Cuentas, sin siquiera haber presentado la iniciativa. Esta será una ley que mandará 
señales, pero luego vendrán otras para cada caso. 


Entonces, me parece bien que haya controles. Incluso, podríamos poner que los controles se 
establecieran en cada convenio o acuerdo de formación de empresas. Insisto en que estamos de 
acuerdo con fijar algo al respecto en este proyecto de ley; ¿pero este es el tipo de control que 
queremos? 


Por más que el señor Senador Sanguinetti diga que esto no estaba escrito en ningún lado, 
cualquier gasto realizado por la Intendencia pasa por el Tribunal de Cuentas, incluso si es una 
formación de capital. Eso no está en discusión. 


Ahora bien, capaz que no hubo gastos en todas las etapas previas a la formalización de la 
participación de las Intendencias en actividades. Me gustaría que no lo pusiéramos o quizás podríamos 
estudiarlo más. Si esto implica un gasto a raíz de la participación de un bufete de profesionales, 
naturalmente se necesita la aprobación de la Intendencia y del Tribunal de Cuentas. Lo que no 
queremos decir es que para formar una Intendencia mixta se necesita conseguir dos tercios de votos 
en la Junta y que el Tribunal de Cuentas se acuerde de que la Intendencia de Flores quiere hacer algo. 
Tengamos en cuenta que después que hizo todo -además de conseguir el inversor- debe ir al 
Parlamento donde hay muchos temas, pasando por una Cámara y luego por la otra. Por lo tanto, es 
preferible no hacer nada. 


SEÑOR GALLINAL.- Entiendo lo expresado por el señor Senador, porque además fui quien redactó el 
artículo 5*. 


La primera parte de dicha norma es la que innova. Lo que es indiscutible es la intervención 
del Tribunal de Cuentas en todos los gastos y pagos a los efectos de certificar la legalidad. Entonces, sí 
podremos establecer que el Tribunal de Cuentas de la República será competente para reunir todos los 
gastos y los pagos que requieran las participaciones dispuestas en el artículo 3", al sólo efecto de 
certificar su legalidad, conforme a lo dispuesto por el artículo 211, literal B) de la Constitución de la 
República 


Lo que está diciendo el señor Senador Michelini es que ellos pretenden que la intervención 
del Tribunal de Cuentas sea después de la aprobación de la ley. 


SEÑOR LARRAÑAGA- No, señor Senador. 
SEÑOR GALLINAL- Entonces, que lo expliquen ellos. 


SEÑOR LARRAÑAGA- Quizás, para encontrar un camino del medio podemos requerir la intervención 
del Tribunal de Cuentas en el momento previo a que el proyecto de ley ingrese a la consideración del 
Parlamento; es decir, que la intervención del Tribunal de Cuentas sea posterior a la salida del trámite 
de la Junta Departamental. Me refiero a que se perfeccione el procedimiento que establece el artículo 
3% y, como dije, antes de que el poyecto de ley ingrese al Parlamento Nacional. Ahí le estaríamos 
dando intervención al Tribunal de Cuentas, pero con posterioridad. 


SEÑOR GALLINAL- ¿Qué diferencia habría? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- La diferencia está en que en el artículo 1* lo requería antes de la formación de 
la participación. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece que tenemos una confusión con respecto a la redacción del 
articulado, en tanto estamos facultando para la creación de formas jurídicas. 


En el artículo 2? habilitamos la implementación de acuerdos por ley nacional para la gestión, 
organización y presentación del servicio. 


Luego, en el artículo 3*, definimos que tiene que ser con autorización de la Junta -después 
discutiremos si con mayorías especiales o no- en materia de competencias departamentales. 
Entonces, ¿para qué queremos nosotros que sea previo o no? ¿Para la constitución de la figura 
jurídica o para las iniciativas que se tengan de prestación de determinados servicios? Me parece que 
esto es lo que queda confuso, porque el Tribunal de Cuentas, por el artículo 211, tiene que intervenir en 
todos los llamados, licitaciones, contrataciones, etcétera. Digo esto porque como edila que fui durante 
diez años, permanentemente estuve sujeta al Tribunal de Cuentas, que estaba revisando con lupa qué 
era lo que se hacía o no por parte de los Gobiernos Departamentales, incluso, en algunas modalidades 
innovativas que estuvieron en el filo por no contar con esta ley como, por ejemplo, la gestión del 
Mercado Modelo en una asociación con los productores, etcétera. 


Considero que aquí radica la confusión de este último artículo que, en mi opinión, tendría 
simplemente que decir que para el cumplimiento de las actividades creadas o autorizadas por la 
presente ley, el Tribunal de Cuentas será competente de acuerdo con el artículo 211. Lo que no me 
queda claro es si es eso lo que se quiere. Por lo tanto, hacer el seguimiento y el control de los gastos 
que realizan todos los organismos del Estado es lo que le compete -para todas las actividades y 
por la Constitución- al Tribunal de Cuentas. En este sentido, tal vez la redacción que sugiere el señor 
Senador Gallinal no deja claro si ese es el papel del Tribunal de Cuentas. Reitero, el Tribunal de 
Cuentas es para todos y, sin dudas, estamos ante un artículo de trámite. 


SEÑOR MICHELINI.- Un aspecto, que no es innovador, es que cualquier gasto de la Intendencia está 
controlado por el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR GALLINAL.- Eso no es así, señor Senador. 
SEÑOR MICHELINI.- Le ruego al señor Senador que me deje culminar la idea. 


Por otro lado, para la formalización de las etapas previas se necesita la intervención del 
Tribunal de Cuentas. Mi preocupación con respecto a estas empresas no se refiere tanto a cuándo se 
hacen los controles, sino a qué sucederá en el futuro. ¿Quién las auditará? Indudablemente, ahí se 
manejará dinero y se tomarán decisiones; este es el problema. El inconveniente no radica en si se 
arma con más legalidad porque después, si se elabora una ley, ella está acotada. El problema consiste 
en el monto de dinero. Supongamos que los departamentos de Canelones, Montevideo y Maldonado 
crean una empresa, junto con privados, para el manejo de la basura. Se trata de millones de dólares 
por año. Entonces, supongamos que las ocho o diez decisiones que cada Intendencia toma son 
relativamente acertadas y que el Tribunal no las cuestiona. ¿Pero cómo se manejan los fondos de esa 
empresa? ¿No habría que auditar? ¿La Junta Departamental tendría la posibilidad de hacerlo? ¿La 
Intendencia no tendría que informar a la Junta Departamental? Me parece mucho más complejo el 
proceso que la creación. En la creación, cuando involucramos al Tribunal de Cuentas lo que hacemos 
es alejar a la posible empresa que pueda venir. Ahora bien; nadie duda que después todo tiene que ser 
transparente. 


Reitero lo primero que manifesté: no me preocupa discutir los controles. Sin duda, todo está 
armado en base a la perspectiva uruguaya, es decir, hacemos las cosas de tal forma que después no 
funcionen. Más bien deberíamos estar preocupados en quién va a auditar esas empresas y quién las 
va a controlar. ¿Los contratos de formación deben tener ciertos controles? 


Termino diciendo que este artículo 5%, tal como está redactado, no nos convence y habría 
que analizar otro tipo de controles. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería señalar que lo que se dice, en el sentido de que el Tribunal de Cuentas 
tiene que intervenir y es de trámite o ni siquiera es necesario establecerlo en la ley, no es así. El mundo 
ha cambiado y hoy existen determinados gastos estatales con recursos derivados de Rentas 
Generales, en este caso de los Gobiernos Departamentales, donde puede haber dudas acerca de si es 
preceptiva o no la intervención del Tribunal de Cuentas, dudas que me parece que hay que disipar, 
porque alguien tiene que auditar, que controlar. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Creo que esto debe establecerse necesariamente en forma expresa. Aquí 
estamos hablando de una participación del Gobierno Departamental en una empresa privada; de modo 
que esto va a ser una empresa privada, no una empresa pública. Por lo tanto, el Tribunal de Cuentas 
no va a auditar la actividad de la empresa privada. Es totalmente distinto. Un organismo público sí está 
bajo el control de legalidad del Tribunal, pero esto es una empresa privada. 


El Tribunal de Cuentas tiene que intervenir -sería conveniente que lo hiciera- antes y después. 
¿Por qué? Porque su competencia no es sólo en materia de gastos, sino en todo lo que signifique la 
hacienda pública. Acá, lo que el Gobierno Departamental hace primero, es una inversión. Entonces, es 
sobre esa inversión que se pide al Tribunal de Cuentas -que es el que controla la hacienda pública- que 
diga que esta es una inversión adecuada o que no lo es, a efectos de controlar la legalidad del acto. 
Será siempre muy discutible, porque todo esto constituye los cometidos municipales. Ese es el sentido 
de una intervención previa. Ahora bien, la posterior es establecida por la ley o, directamente, no existe. 
Luego dice “gasto”, algo un poco genérico; pero me parece que el tema es ese. 


Aquí estamos hablando de un Gobierno Departamental que pone capital en una empresa 
privada, hipótesis que, vuelvo a decir, no está prevista en la Constitución, sino que va muy al margen 
de ella, y que me perdone el señor Senador Núñez. Aquí, todo lo que es servicio comercial o industrial 
del Estado, es un Ente Autónomo o no existe. Así es la historia. Pero como estamos en un terreno tan 


resbaladizo, como que es algo no previsto, hay que prever esos controles; como sea, pero hay que 
preverlos. 


El Tribunal tiene facultades para detener muchas acciones financieras de un organismo 
desfinanciado. Entonces, imaginemos que a una Intendencia se le ocurre intervenir en otra empresa de 
esas características. ¿Qué va a pasar? El Tribunal puede decir a la empresa que está en déficit y que 
pasa tal cosa, porque interviene en todo lo relativo a la hacienda pública. El señor Senador Michelini, 
por lo que viene desarrollando, se ubica en la hipótesis de una empresa nueva, formada por un capital 
privado con el Gobierno Departamental. Conforme a los hábitos del país, diría que lo que va a ocurrir 
es que van a reclamar al Gobierno Departamental que intervenga en empresas ya existentes y, 
normalmente, en dificultades. Si contáramos con esa norma, como los de Venezuela se demoran, 
alguno ya estaría queriendo que interviniera algún municipio para salvar COFAC, o algo por el estilo. 
Lo hemos visto en todos los departamentos; la famosa TIOSA en Tacuarembó, que dio lugar a tantas 
cosas. Quiere decir que se van a dar muchas hipótesis. 


Como bien dice el señor Senador Michelini, en cada caso se discutirá la ley y se verá. 
Estamos de acuerdo, pero una ley marco tiene que establecer desde ya -y esta es una ley marco- 
cómo se va a controlar este tipo de emprendimientos. Me parece sensato que haya una intervención 
del Tribunal a los efectos de regular la legalidad de la inversión y luego una cierta auditoría o control del 
funcionamiento y gastos de esta empresa mixta. 


SEÑOR GALLINAL.- Justamente, como lo que se va a conformar son empresas, emprendimientos, 
asociaciones, personas jurídicas de carácter privado, no va de suyo que el Tribunal de Cuentas 
intervenga, ni tampoco corresponde que lo haga; sin embargo, el Gobierno Departamental debe tener 
una auditoría sobre los gastos o las inversiones que le signifique esa participación. 


En definitiva, no nos pronunciamos sobre la previa porque en la previa va a estar el 
Parlamento; nosotros somos quienes tenemos que votar la ley. La redacción que sugerimos es la 
siguiente: “El Tribunal de Cuentas de la República es competente para intervenir todos los gastos y los 
pagos que requieran las participaciones definidas en el artículo 3 de la presente ley, al solo efecto de 
certificar su legalidad conforme a lo dispuesto por el artículo 211, literal B) de la Constitución de la 
República.” 


Le entrego al Presidente una nueva redacción del artículo 3% en los términos que hicimos 
referencia, eliminamos el artículo 4% porque en el 3* se agrega “la mayoría de tres quintos”, de acuerdo 
con la propuesta conciliadora del señor Senador Larrañaga. Personalmente, creo que tendría que ser 
“tres tercios”. También entrego una nueva redacción del artículo 4%, en el cual se establece la 
intervención preceptiva del Tribunal de Cuentas para certificar los gastos y los pagos. 


SEÑOR MICHELINI.- En la segunda redacción del artículo 5%, que pasaría a ser 4%, se puede agregar 
“en la conformación de la empresa”. 


Digo esto porque en este asunto hay tres etapas: la conformación de la empresa, los gastos 
o nuevos capitales que el Gobierno Departamental tiene que poner y los gastos para el funcionamiento 
de esa empresa. 


SEÑOR SANGUINETTI.- La empresa que está conformada es privada. Nos ubicamos en la hipótesis 
de que es una empresa privada. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero participa el Gobierno Departamental. 
SEÑOR SANGUINETTI.- Es un acto de participación, constituyendo capital con una empresa privada. 


SEÑOR MICHELINI.- Tiene que estar acorde a la legalidad. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Es un acto constitutivo, ya sea de compras de acciones o de participación 
accionaria. 


SEÑOR MICHELINI.- No se puede hacer antes de la ley. 
SEÑOR SANGUINETTI.- De acuerdo. 
SEÑORA PERCOVICH.- Quiero hacer una reflexión. 


La Ley de Reactivación Económica está reconociendo esto que estamos discutiendo. El 
artículo 25 de dicha ley habla de esta posibilidad. Creo que no estamos generando nada nuevo. 


SEÑORA SANGUINETTI.- Para la Constitución es más que nuevo, es novedoso. 


SEÑOR GALLINAL.- Pasando a otro tema, queremos plantear una invitación al Directorio del Banco 
Central para la próxima sesión o lo antes posible, a efectos de conocer los motivos que lo llevaron, en 
primer lugar, a rescindir el contrato con la empresa Thesis y, en segundo término, a reabrirla por cien 
días. Nos parece que el tema es muy importante y, además, se han dado definiciones muy 
contradictorias en poco tiempo, lo que justifica sobradamente esta invitación. Como además tenemos 
entendido -no lo sabemos a ciencia cierta; lo conocemos a través de la prensa- que hubo una acción 
de amparo en la esfera del Poder Judicial o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en la que 
aparentemente se transó y se estableció este plazo de 100 días, solicitamos a la Comisión si es posible 
convocar el próximo martes al Directorio del Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya hemos citado a la Suprema Corte de Justicia. (Dialogados) 


En definitiva, citamos a la Comisión para el martes a las 10:00 horas y haríamos el intento de 
que concurra el Directorio del Banco Central. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


